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Dictamen: 342-2004 Fecha: 18-11-2004 

Consultante: Alfredo Jones León 
Cargo: Director Ejecutivo 
Institución: Poder Judicial 
Informante: Magda Inés Rojas Chaves 
Temas: Procedimiento administrativo. Principios del 
procedimiento administrativo. Carácter garantista. 
Notificaciones. Vigencia de la Ley General de 
Administracion Publica. Antinómia Normativa. 

Mediante oficio N° C-342-2004 del 18 de noviembre de 2004, la 
Dra. Magda Ines Rojas Chaves, Procuradora Asesora, da respuesta 
al oficio N° 7923-DE/CA de 26 de octubre de 2004, mediante el cual 
la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial expone su interpretación 
re.\pecto de la normativa aplicable en materia de notificaciones en 
el procedimiento administrativo incoado por dicho Poder. 

La Dra. Magda Inés Rojas Chaves, Procuradura Asesora, en 
dictamen N° C-342-2004 del 18 de noviembre del 2004, aclara el 
punto, concluyendo que: 

La Ley de Notificaciones, Citaciones y Otras Comunicaciones 
Oficiales no ha derogado el artículo 243 de la Ley General de la 
Administración PúblIca. 

Consecuentemente, en caso de que la parte no señale 
lugar para notificaciones pero en el expediente administrativo 
conste su lugar de residencia, de trabajo o dirección, la 
Administración está obligada a notificarle en dicho sitio. 
Si no constare en el expediente administrativo, ningún lugar donde 
notificar, procede comunicar la resolución por publicación, según lo 
dispuesto en el artículo 241 de la Ley General de la Administración 
Pública. 

Dado el ámbito normativo de la Ley de Notificaciones, 
Citaciones y Otras Comunicaciones Oficiales, sus disposiciones 
solo pueden aplicarse al procedimiento administrativo en forma 
supletoria. 

Dictamen: 343-2004 Fecha: 18-11-2004 

Consultante: Mario Rojas Salas 
Cargo: Alcalde Municipal 
Institución: Municipahdad de Palmares 
Informante: Juan Luis Montoya Segura 
Temas: Prescripción de la obli~ación tributaria. 
Notificación de Cobro judicIal de tributo 
municipal. Prescripción. Aplicación supletoria del 
artículo 53 del Código de Normas y Procedimientos 
Tributarios. 

El Señor Mario Rojas Salas, Alcalde Municipal de Palmares 
mediante oficio DE-779-04, de fecha 19 de octubre del 2004 (recibido 
por este déspacho en fecha del 20 de octubre del 2004) solicita el 
criterio de la Procuraduría General de la República, respecto a si 
la notificación de cobro judicial de un tributo municipal, estaría 
revalidando toda deuda, inclusive las deudas por los tributos que 
poseen un plazo mayor al establecido para decretarse la prescripción. 
Consulta asimismo, si la Municipalidad puede realizar un trámite 
administrativo mediante el cual se declaren prescritos los tributos, 
de ser aSÍ, como sería dicho procedimiento. 

El Lic. Juan Luis Montoya Segura, Procurador Tributario, 
mediante dictamen N° C-343-2005 del 18 de noviembre del 2004, 
previo análisis normativo, y jurisprudencial sobre la materia, 
resuelve la consulta planteada concluyendo: 

l.- Que por no estar regulado en el Código Municipal ni en la Ley 
de Bienes Inmuebles las causas de interrupción de la prescripción, 
procede aplicar de manera supletoria lo dispuesto en el artículo 53 
del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, de suerte tal 
que de conformidad con el inciso e) de dicha norma, la notificación 
de los actos administrativos o jurisdiccionales tendentes a ejecutar el 
cobro de la deuda tributaria interrumpe el término de la prescripción 
iniciándose su cómputo nuevamente a partir del momento en que se 
efectúe la notificaCión. 

2.- Que siendo la prescripción un modo de extinción de la deuda 
tributaria que beneficia al sujeto pasivo de la relación jurídica 
tributaria, esta no opera de oficio, sino a instancia de parte. Ello 
implica que la entIdad municipal está obligada a realizar las 
gestiones de cobro aún cuando haya transcurrido el término previsto 
para ello. 

3.- Que para declarar prescritos aquellas deudas que no se hayan 
podido cobrar dentro de los términos de ley, debe necesariamente 
la entidad municipal gestionar la correspondiente autorización ante 
la Contraloría General de la República, tratarse de fondos públicos 
que deben reflejarse en el presupuesto de la entidad municipal. 

Dictamen: 344-2004 Fecha: 25-11-2004 

Consultante: Lanzo Luconi Bustamante 
Cargo: Presidente 
Institución: Cámara Nacional de Sociedades de 
Fondos de Inversión · 
Informante: Mariamalia Murillo Kopper 
Temas: Denegación. Consultante es un particular. 

El Señor Lanzo Luconi Bustamente Presidente Cámara 
Nacional de Sociedades de Fondos de Inversión, mediante oficio 
C 70-04 de 4 de noviembre del 2004, donde se plantea solicitud 
de emitir criterio por parte de esta Procuraduría, acerca de si un 
fimcionario público, en tanto no perciba de manera directa o indirecta 
remuneración alguna, puede participar como expositor u orador en 
actividades de divulgación de diversos temas de interés nacional. 

Este Despacho mediante dictamen N° C-344-2004 del 
25 de noviembre del 2004, suscrito por la Licda. Mariamalia 
Murillo Kopper, Abogada de Procuraduría, en el cual se indica: 

En el caso que nos ocupa, la consulta ha sido formulada por su 
persona, como Presidente de la Cámara Nacional de Sociedades de 
Fondos de Inversión, la cual no forma parte de la Administración 
Pública, por lo que no es posible, de conformidad con lo indicado 
supra, emItir el criterio jundico solicitado. 

Dictamen: 345-2004 Fecha: 25-11-2004 

Consultante: Mayra Chaverri Calvo 
Cargo: Directora Ejecutiva 
InstItución: ComiSIón de Control y Fiscalización de 
Espectáculos Públicos 
Informante: Iván Vincenti Rojas y Mariamalia 
Murillo Kopper 
Temas: Autoridad parental. Derechos y deberes 
de los menores de edad. Comisión de control y 
fiscalización de espectáculos públicos. Calificación 
de películas cinematográficas. Ejercicio de la patria 
potestad. Límites. 

La Lic. Mayra Chaverri Calvo, Directora Ejecutiva de la 
Comisión de Control y Fiscalización de Espectáculos Públicos 
consulta sobre el ámbito de competencia de la Comisión en materia 
de regulación de las actividades establecidas en la Ley n. ° 7440 y 
su reglamento, específicamente en lo referente a la autoridad del 
padre de familia (patria potestad) y el poder que ésta le confiere 
respecto a sus hijos frente a los criterios de calificación emitidos 
por la Comisión para las películas programadas en las salas de 
cine. 

El Lic. Iván Vincenti, Procurador Adjunto, y la Licda. 
Mariamalia Murillo, Abogada de Procuraduría, en dictamen N° C-
345-2004 del 25 de noviembre del 2004 concluyen: 

Las funciones y competencias de la Comisión de Contrm<y 
Calificación de Espectáculos Públicos, según mandato constitucional 
contenido en el artículo 51, tienden a la protección de un interés 
común y superior, sea la r.rotección de los menores de edad, sin 
que pueda el padre de famIlia o quien ejerza la patria potestad ir en 
contra de una regulación general aplicable a todos los menores de 
edad. 

Por el contrario, se considera que existe suficiente 
sustento normativo como para no considerar que exista motivo 
de duda en cuanto a la imposibilidad de que el criterio del 
padre o encargado esté por encima de la calificación que ese 
órgano estatal emita en cuanto a las restricciones de edad 
que tengan aplicación para una película cinematográfica. 
Es consecuente con la finalidad de las atribuciones conferidas 
a la Comisión de Control y Fiscalización que, de estimar una 
determinada película de cme como no apta de estimar una 
determinada película de cine como no apta para determinado grupo 
de menores, tal valoración tenga un sustento mayor -parámetros 
científicos derivados de la conformación del órgano (artIculo 8° del 
Decreto Ejecutivo N° 26937-J)- que aquella de un padre de familia 
que desee que su hijo o hija observe la cinta cinematográfica. Si 
bien es cierto que el Estado debe tutelar y fiscalizar la función 
de ~uarda, crianza y educación de los padres para con sus hijos 
(artIculo s 14, 20, 25, 30, 31, 36, 64 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia), ello no podría llevamos a considerar viable una 
transgresión singular del Ordenamiento Jurídico por la voluntad de 
un padre de famIlia que, conscientemente, incurre en esa violación 
en aras de un supuesto "mejor criterio" personal. Ello, en nuestro 
criterio, invierte toda la lógica subyacente en la limitación del 
derecho fundamental que supone la Ley N° 7440, tomándola, en 
este aspecto, inocua para los fines de protección del menor de edad. 
Ademas, se opone abiertamente a los deberes de los menores de 
edad, de conformidad con el artículo 11 inciso c) del Código de la 
Nii'íez y la Adolescencia. 



En caso de que exista incumplimiento por parte de las personas 
encargadas que exhiben los espectáculos púbhcos y se permita el 
ingreso de un menor a un espectáculo calificado previamente 
como no apto para su edad, la Ley de Espectáculos Públicos y 
su Reglamento, prevén las sanciones administrativas e incluso la 
posibilidad de acudir a la vía judicial. 

Con fundamento en lo expuesto, estima cuestionable esta 
Procuraduría las facultades que se otorgan al padre o encargado de 
la patria potestad en el artículo 42, párrafos segundo y tercero, del 
Reglamento a la Ley General de Espectáculos Públicos (Decreto 
Ejecutivo N° 26937-J de 27 de abril de 1998), puesto que ello pone 
en tela de juicio el criterio que llevó a la Comisión a realizar la 
calificación de la edad mínima para acceder a la proyección de la 
cinta cinematográfica. Nótese, mcluso, gue a nivel de la Ley N° 
7440 -artículo 23- no se hace la excepcIón que contemplan estos 
incisos, de donde resulta de dudosa legalidad el régimen permisivo 
para desconocer, en casos puntuales, la calificación otorgada por la 
Comisión. 

Dictamen: 346-2004 Fecha: 25-11-2004 

Consultante: Wálter Céspedez Salazar 
Cargo: Director Ejecutivo 
Institución: Instituto de Desarrollo Agrario 
Informante: Julio Jurado Fernández y Gloria Solano 
Martínez 
Temas: Zonas naturales protegidas. Nulidad absoluta, 
evidente y manifiesta del acto administrativo. Bienes 
demaniales . Ley General de la Administración Pública. 
Declaración administrativa de nulidad absoluta, 
evidente y manifiesta. Acuerdo que adjudica parcelas 
dentro de las zonas fronterizas. Acto adminIstrativo 
de disposición de bienes de dominio público. No 
aplicación del plazo de caducidad de cuatro años. 
Artículo 173.5 LGAP. 

El señor Wálter Céspedes Salazar, presidente ejecutivo del 
Instituto de Desarrollo Agrario, mediante oficio número PE-1l66-
2004, de fecha 10 de mayo del 2004, solicita a esta Procuraduría 
emitir su dictamen respecto a la procedencia de declarar en vía 
administrativa "la nulidad absoluta evidente y manifiesta del 
acuerdo adoptado por esta Junta Directiva, en el artículo primero 
de la sesión ordinaria de 42-00, celebrada el 12 de junio del año 
2000, por el que se dispone el traspaso en propiedad de las parcelas 
28-15-1 y 31-01, del asentamiento Chambacú a los señores: 
Daisy López Ortega, Giovanny Castro Herrera y William Guido 
Sancho ... " 

Esta Procuraduría en dictamen N° C-346-2004, de 25 de 
noviembre del 2004, suscrito por Lic. Julio Jurado Fernández, 
Procurador Administrativo, y la Licda. Gloria Solano Martínez, 
Abogada de Procuraduría, concluyen que es procedente la 
declaratoria en sede administrativa de la nulidad absoluta del 
acuerdo de la Junta Directiva de Instituto de Desarrollo Agrario 
r 'lado en el artículo primero, sesión número 42-2000, celebrada 
0......-1 de junio del 2000, con base en lo siguiente: 

1) Por tratarse de un acto de disposición de un bien de 
dominio público, el plazo de caducidad de cuatro años que 
establece el artículo 173.5 de la LGAP, no se aplica. 

2) La nulidad que afecta el acto administrativo objeto 
de procedimiento es, además de absoluta, evidente y 
manifiesta. 

3) En el procedimiento se respeto el debido proceso. 

Dictamen: 347-2004 Fecha: 25-11-2004 

Consultante: Luis Jiménez Sancho 
Cargo: Presidente 
Institución: Tribunal Registral Administrativo 
Informante: Julio César Mesén Montoya 
Temas: Tribunal Registral Administrativo. 
Remuneración. Rubros salariales. 

El Presidente del Tribunal Registral Administrativo nos 
solicita adicionar el dictamen C-295-2003, del 30 de setiembre del 
2003, en el sentido de que a los integrantes de ese Tribunal debe 
reconocérseles el rubro salarial denominado "Compensación por 
Recargo de Trabajo" conocido también como "Laudo Arbitral". 

Este Despacho, en su dictamen N° C-347-2004, del 25 de 
noviembre del 2004, suscrito por Lic. Julio César Mesén Montoya, 
Procurador II, indicó que el dictamen C-295-2003 que se nos 
solicita adicionar, no incurrió en omisión alguna gue justifique 
acoger la gestión que nos ocupa. A pesar de ello, se reIteró que a los 
integrantes de los tribunales administrativos para los cuales la ley 
ha dispuesto un salario "equivalente" o "igual" al de los miembros 
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de los tribunales superiores del Poder Judicial, debe reconocérseles 
todos los rubros salariales que integran la remwleración de estos 
últimos, incluyendo el denominado "Compensación por Recargo 
de Trabajo" conocido también como "Laudo Arbitral". 

Dictamen: 348-2004 Fecha: 25-11-2004 

Consultante.: Anabelle Barboza Castro 
Car~o: Auditora Interna 
Institución: Municipalidad de La Unión 
Informante: Fernando Castillo Víquez 
Temas: Situación jurídica consolidada. Derechos 
adquiridos. Diferencia. Irretroactividad de la ley. 
Principio de la supervivencia del derecho abolido. 

Mediante oficio n.o AI-388-2004 del 10 de noviembre del año 
en curso, la Licda. Anabelle Barbaza Castro, auditora interna de la 
Municipalidad de la Unión, solicita el criterio de la Procuraduría 
General de la República sobre los siguientes aspectos: 

"a) Con la entrada en vilJencia de la nueva Ley contra la Corrupción 
y el Enriquecimiento JI/cito en la Función Pública, ¿cuál sería la 
situación de aquellosfuncionarios públicos sujetos a las limitaciones 
o prohibiciones antes citadas, que en apego a laLeydeAdministración 
Financiera y Presupuestos Públicos como a la Ley General de 
Control Interno, han venido ejerciendo la docencia formalmente 
en centros de enseñanza no superior, sea primaria o secundaria? 
Si consideramos que los funcionarios citados anteriormente, 
vienen ejerciendo la docencia en Centros de enseñanza primaria y 
secundaria, a raíz de poseer en propiedad por muchos años como 
docentes para el Magisterio Nacional, por un tiempo parcial que no 
supera el medio tiempo, y a la vez posee un carf?o público en otra 
institución descentralizada o autónoma, ¿podrza imponérsele las 
limitaciones que establece el artículo 14 de la nueva ley, aun cuando 
la misma Constitución Política establece que ninguna ley tiene 
efecto retroactivo y hablamos de derechos consolidados a través del 
tiempo, que fueron adquiridos de buena fe y apego a la normativa 
legal vigente? Con la vigencia de esta ley, aquellas personas que 
se encuentran en la situación apuntada, ¿estarían obligadas a 
renunciar a uno de esos empleos que ostentan en el sector público? 
b) De ser afirmativa esta última interro~ante, ¿tienen aquellas 
personas derecho a indemnización alguna'!" 

Este despacho, en su dictamen N° C-348-2004 de 25 de 
noviembre del 2004, suscrito por el Dr. Fernando Castillo Víquez, 
Procurador Constitucional, concluye lo siguiente: 

Los funcionarios públicos que se mencionan el numeral 14 
de la Ley n.o 8422, los cuales tienen un puesto en propiedad en 
el Magisterio Nacional a causa de la aplicación del ordenamiento 
jurídico, el cual era anterior a la Ley n.O 8422, gozan de una 
situación jurídica consolidada, la cual no puede ser afectada por la 
ley posterior. 

Dictamen: 349-2004 Fecha: 16-11-2004 

Consultante: Eduardo López Cárdenas 
Cargo: Gerente División Médica 
Institución: Caja Costarricense de Seguro Social 
Informante: Luis Guillermo Bonilla Herrera 
Temas: Auxilio de cesantía. Caja Costarricense de 
Seguro Social. Rompimiento del tope de cesantía a 
través de reglamento autónomo de servicio. 

Por oficio número 19233, de fecha 24 de julio del 2003, 
suscrito por su antecesor, el Doctor Horacio Solano Montero, 
y que fuera ratificado por su persona mediante oficio número 
36352, de 04 de octubre último, y mediante el cual solicita 
la reconsideración del dictamen de este órgano superior 
consultivo, número C-211-20OJ de 10 de julio del 2003. 

El Máster Luis Guillermo Bonilla Herrera, Procurador 
Adjunto, mediante dictamen N° C349-2004 del 16 de noviembre 
del 2004, luego de un exhaustivo análisis jurídico, concluye: 

u Par lo antes expuesto, es criterio de este Órgano ConsultiVOjUe 
no se han formulado argumentos que determinen la necesida de 
modificar el criterio vertido en el dictamen C-21l-2003 de 10 de 
julio del 2003, el cual se procede a ratificar, excepto en lo atinente 
a la conclusión enunciada con el número 3, que se modifica en lo 
conducente; esto bajo el entendido de que: CNo existe fundamento 
jurídico algtmo para que la Caja Costarricense de Seguro Social, 
con posterioridad a la declaratoria de inconstitucionalidad de 
los Laudos en el Sector Público, mantenga un reconocimiento de 
la cesantía, por encima del tope legal señalado. Y especialmente 
después de la modificación introducida al artículo 29 del Código 
de Trabajo, por el artículo 88 de la Ley N° 7983 de 16 de febrero 
del 2000 (Ley de Protección al Trabajador), según la cual, en lo 
que interesa dispone: CEn ningún caso podrá indemnizarse dicho 
auxilio de cesantía más que los últimos ocho años de relación 
laboralJ . 


